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Resumen: el derecho procesal establece las normativas y pro-
cedimientos para el acceso a la justicia, incluyendo requisitos 
para presentar demandas, plazos, notificaciones y respeto a de-
rechos fundamentales. En algunos sistemas legales, como el pe-
ruano, se garantiza la gratuidad y asistencia legal para personas 
sin recursos. La falta de cumplimiento legal puede afectar el 
acceso a la justicia. La relación entre acceso a la justicia y tutela 
jurisdiccional efectiva radica en que el primero es fundamental 
para garantizar la segunda; sin acceso adecuado a los tribuna-
les, no se pueden proteger efectivamente los derechos legales, 
mientras que la tutela jurisdiccional asegura que el acceso sea 
significativo y las decisiones judiciales se apliquen eficazmen-
te. El acceso a la justicia no solo es un derecho fundamental, 
sino también un pilar esencial para el desarrollo y la democra-
cia de nuestras sociedades.
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Abstract: procedural law establishes the regulations and pro-
cedures for access to justice, including requirements for filing 
lawsuits, deadlines, notifications and respect for fundamental 
rights. In some legal systems, such as the Peruvian one, free le-
gal assistance is guaranteed for people without resources. Lack 
of legal compliance can affect access to justice. The relations-
hip between access to justice and effective jurisdictional pro-
tection lies in the fact that the former is essential to guarantee 
the latter; Without adequate access to the courts, legal rights 
cannot be effectively protected, while jurisdictional protection 
ensures that access is meaningful and judicial decisions are 
effectively implemented. Access to justice is not only a funda-
mental right, but also an essential pillar for the development 
and democracy of our societies. 
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I. Acceso a la justicia

El acceso a la justicia es un principio fundamental en un sistema 
democrático que garantiza que todas las personas puedan hacer 
valer sus derechos ante los tribunales y obtener una resolución 
justa de sus conflictos legales. Implica eliminar barreras econó-
micas, sociales y culturales que puedan impedir a individuos y 
grupos vulnerables participar plenamente en el sistema judicial. 
Esto incluye proporcionar asistencia legal gratuita o a bajo costo, 
garantizar la igualdad de trato ante la ley y fomentar la concien-
cia pública sobre los derechos legales y los recursos disponibles. 
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En un sentido más amplio, el acceso a la justicia también abar-
ca la disponibilidad de mecanismos alternativos de resolución de 
conflictos, como la mediación y el arbitraje, que pueden ofrecer 
soluciones más rápidas y menos costosas que los procedimientos 
judiciales tradicionales. Además, implica promover una cultura 
de transparencia, imparcialidad y rendición de cuentas dentro 
del sistema legal, para que las personas confíen en que recibirán 
un trato justo y equitativo sin importar su estatus socioeconómi-
co o su posición en la sociedad.

II. El acceso a la justicia en sentido procesal

El derecho procesal establece las normativas y los procedimien-
tos que regulan cómo se ejerce el acceso a la justicia. Esto inclu-
ye aspectos como los requisitos para presentar una demanda, los 
plazos para hacerlo, las formas de notificación a las partes, entre 
otros, evitando trámites engorrosos y/o burocráticos; de igual 
manera, garantiza que durante el proceso judicial se respeten los 
derechos fundamentales de las partes involucradas, como el de-
recho a ser oído, el derecho a presentar pruebas y argumentos, el 
derecho a un juicio justo y el derecho a un recurso efectivo.

En muchos sistemas legales, incluyendo el peruano, el dere-
cho procesal establece mecanismos para garantizar la gratuidad 
de la justicia para aquellas personas que no tienen los recursos 
económicos para costear los gastos del proceso. Además, pue-
de regular la prestación de asistencia legal gratuita para aquellas 
personas que lo necesiten. La inobservancia de las previsiones le-
gales puede conducir a que el acceso a la justicia sea deficiente o  
en muchos casos que no sea posible.

La sentencia del Tribunal Constitucional peruano, recaído 
sobre el expediente 2763-2002-AA/TC,1 señala en su fundamen-
to jurídico cuarto (in fine), lo siguiente: 

El derecho de acceso a la justicia garantiza, entre otras cosas, que el 
administrado pueda acudir al juez a fin de cuestionar los actos que 

1	 Sentencia del Tribunal Constitucional peruano 2763-2002-AA/TC, 30 de 
enero de 2003, https://tc.gob.pe/jurisprudencia/2003/02763-2002-AA.html
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la administración hubiera efectuado. Como todo derecho, también 
el de acceso a la justicia es uno que puede ser limitado. Sin em-
bargo, de la posición preferente en la que se encuentran los dere-
chos fundamentales se deriva una exigencia concreta al legislador 
respecto al momento de establecer las condiciones de su ejercicio 
o las limitaciones al derecho: en efecto, cualesquiera que sean las 
restricciones o límites que se establezcan, su validez depende de 
que estas no obstaculicen, impidan o disuadan irrazonablemente el 
acceso del particular a un tribunal de justicia.

La sentencia en mención, desarrolló el contenido del derecho 
de acceso a la justicia, ante la existencia de dos disposiciones que 
regulaban un mismo supuesto, esto es, que el Código Procesal 
Civil establecía un plazo de 30 días para interponer la demanda 
contenciosa administrativa; mientras que el Código Tributario 
establecía un plazo de 15 días para el mismo acto; y, en razón 
a este último, la demanda contenciosa administrativa planteada 
fue rechazada, lo que originó el proceso de amparo respecto al 
cual se emite la sentencia mencionada, donde el máximo intér-
prete de la Constitución, ordenó al Tribunal Fiscal admita a trá-
mite la demanda.

Bajo ese análisis, podríamos coincidir con la definición de ac-
ceso a la justicia que señala Capelletti, donde indica que dicho de-
recho es la posibilidad “que los ciudadanos puedan hacer valer sus 
derechos y/o resolver sus disputas bajo el auspicio del Estado”.2

Una interpretación limitada del derecho de acceso a la justi-
cia lo reduce a la idea de que el Estado proporciona únicamente 
procesos judiciales, como el acceso a los tribunales o el derecho 
a un juicio justo; sin embargo, una perspectiva más amplia reco-
noce que este derecho también abarca otras formas de resolver 
conflictos que no son judiciales ni estatales, como la justicia in-
dígena, la justicia de paz y los mecanismos alternativos de reso-
lución de conflictos.

El artículo I del Título Preliminar del Código Procesal Civil, 
señala que “toda persona tiene derecho a la tutela jurisdiccional 

2	 Cappelletti, Mauro y Bryant Garth, “El acceso a la justicia: la tendencia en 
el movimiento mundial para hacer efectivos los derechos”, México, FCE, 
1996, p. 9.
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efectiva, para el ejercicio o defensa de sus derechos o intereses, 
con sujeción a un debido proceso”.

El acceso a la justicia comprende diversas dimensiones con-
ceptuales que reflejan la complejidad de este derecho. En primer 
lugar, está la dimensión física del acceso, que se refiere a la dispo-
nibilidad de tribunales y otros medios de resolución de conflictos 
en todo el territorio, asegurando su accesibilidad para todas las 
personas, incluyendo aquellas con discapacidades o residentes 
en áreas remotas. Asimismo, está la dimensión económica, que 
se relaciona con los costos vinculados al acceso al sistema legal, 
como las tasas judiciales, los honorarios legales y otros gastos aso-
ciados. Otra dimensión relevante es el acceso a la información y  
la educación legal, que se refiere a la disponibilidad de recursos  
y servicios que ayuden a las personas a comprender sus derechos y  
deberes legales, así como a navegar de manera efectiva por el 
sistema judicial.

Al recurrir al sociólogo T. H. Marshall, nos topamos con su 
definición de ciudadanía como el máximo estatus reconocido 
por el Estado a sus asociados, y la dividió en tres: i) la ciudada-
nía política, que podríamos resumirla como el derecho a elegir 
y ser elegidos; ii) la ciudadanía social, que conlleva a garantizar 
el bienestar económico, al patrimonio social y ejercer una vida 
conforme a los estándares de una sociedad, y iii) ciudadanía civil, 
la cual es necesaria para el desarrollo de las libertades básicas de  
los individuos, como lo es, el acceso a la justicia en defensa  
de sus derechos.

La relación entre el acceso a la justicia y la tutela jurisdiccio-
nal efectiva radica en que el acceso a la justicia es un medio fun-
damental para garantizar la tutela jurisdiccional efectiva. Si las 
personas no tienen acceso adecuado a los tribunales, no pueden 
obtener una protección efectiva de sus derechos legales. Del mis-
mo modo, la tutela jurisdiccional efectiva garantiza que el acceso 
a la justicia sea significativo y que las decisiones judiciales sean 
aplicadas de manera efectiva. El derecho al acceso a la justicia 
tiene la finalidad de obtener una resolución de fondo fundada 
en Derecho, y para ello, se debe ejercer por las vías legalmente 
establecidas; esto incluye dirigirse al órgano jurisdiccional com-
petente, sin embargo, no se vulnera la tutela jurisdiccional si se 
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acude a otro órgano distinto y este, posteriormente, se declara 
incompetente.

III. El acceso a la justicia no solo es  
llegar a un juez, también lo es tener  

una resolución de calidad y oportuna

El acceso a la justicia no solo busca acercar a la persona al sistema 
judicial, va más allá de eso, pues busca obtener una resolución de 
fondo, cuyo resultado no será necesariamente una resolución que 
acoja las pretensiones del demandante. Como se sabe, el derecho 
a la tutela judicial es el derecho a que un órgano imparcial dirima 
las pretensiones, pero no es un derecho a que el órgano judicial 
estime tales pretensiones. El derecho llega a su satisfacción cuan-
do se obtiene una resolución de fondo que, de manera razonada y 
ajustada a derecho, estime o desestime las pretensiones instadas, 
ello después de haberse cumplido y observado todas las garantías 
y requisitos legales previamente establecidos.

En cuanto a la exigencia de la debida motivación de las reso-
luciones judiciales, el Tribunal Constitucional peruano ha seña-
do que 

uno de los contenidos esenciales del derecho al debido proceso es 
el derecho de obtener de los órganos judiciales una respuesta razo-
nada, motivada y congruente con las pretensiones oportunamente 
deducidas por las partes en cualquier clase de procesos, lo que es 
acorde con el inciso 5) del artículo 139 de la Constitución. La nece-
sidad de que las resoluciones judiciales sean motivadas es un princi-
pio que informa el ejercicio de la función jurisdiccional y, al mismo 
tiempo, un derecho constitucional de los justiciables. Mediante ella, 
por un lado, se garantiza que la administración de justicia se lleve a 
cabo de conformidad con la Constitución y las leyes (artículos 45° 
y 138° de la Constitución) y, por otro, que los justiciables puedan 
ejercer de manera efectiva su derecho de defensa.3

3	 Sentencia del Tribunal Constitucional peruano 04729-2007-HC, funda-
mento 2, del 27 de noviembre del 2007, https://tc.gob.pe/jurispruden-
cia/2007/04729-2007-HC.pdf
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Siguiendo esa línea, cuando se habla que la resolución debe ser 
oportuna, no solo se hace referencia a que el proceso no deba sufrir 
dilaciones indebidas y/o innecesarias, pues no se trata de un de

recho absoluto a un juicio rápido, sino también al derecho a la ejecu-
ción de las resoluciones judiciales. El reconocimiento de algún dere-
cho (buscado de manera judicial) no se obtiene solo con la emisión 
de la resolución, pues, es preciso, que dicha resolución se cumpla.

Es así que, el derecho al acceso a la justicia incorpora también 
el derecho a la ejecución de la resolución de fondo obtenida, pues 
esto conlleva al derecho de quien ha sido favorecido por la reso-
lución de fondo a ser repuesto en sus derechos y eventualmen-
te compensado, si hubiere lugar a ello. Se debe tener presente 
que, en el derecho a la ejecución de las resoluciones judiciales, es 
aplicable el principio pro actione, pues las resoluciones deben ser 
ejecutadas en sus estrictos términos.

El Tribunal Constitucional peruano ha comprendido que el 
derecho a la ejecución de resoluciones constituye parte insepara-
ble de la exigencia de efectividad de la tutela judicial. En las sen-
tencias 00015-2001-AI/TC, 00016-2001-AI/TC y 00004-2002-
AI/TC4 ha dejado establecido que: 

El derecho a la ejecución de resoluciones judiciales no es sino una 
concreción específica de la exigencia de efectividad que garantiza el 
derecho a la tutela jurisdiccional, y que no se agota allí, ya que, por 
su propio carácter, tiene una vis expansiva que se refleja en otros de-
rechos constitucionales de orden procesal [...]. El derecho a la efecti-
vidad de las resoluciones judiciales garantiza que lo decidido en una 
sentencia se cumpla, y que la parte que obtuvo un pronunciamiento 
de tutela, a través de la sentencia favorable, sea repuesta en su dere-
cho y compensada, si hubiere lugar a ello, por el daño sufrido.

En ese sentido, la decisión de no ejecutar o dilatar indebida-
mente una sentencia, es potencialmente vulneradora al derecho 
a la tutela judicial.

4	 Sentencias del Tribunal Constitucional peruano 00015-2001-AI/TC, 
00016-2001-AI/TC y 00004-2002-AI/TC, fundamento 11, del 29 de enero 
de 2004, https://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2004/00015-2001-AI%20
00016-2001-AI%2000004-2002-AI.html#:~:text=El%20Tribunal%20Cons-
titucional%20considera%20que,los%20que%20establece%20la%20ley
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IV. Jurisprudencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos en materia de acceso a la justicia

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha regulado el 
acceso a la justicia en la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (Pacto de San José), en los siguientes artículos:

Artículo 8. Garantías Judiciales

1.	 Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garan-
tías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal compe-
tente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por 
la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada 
contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones 
de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. (…)

Artículo 25. Protección Judicial 

1.	 Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a 
cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales com-
petentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fun-
damentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente 
Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas 
que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales.

2.	 Los Estados Partes se comprometen:

	 a) A garantizar que la autoridad competente prevista por el sis-
tema legal del Estado decidirá sobre los derechos de toda persona 
que interponga tal recurso; 

	 b) A desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y 

	 c) A garantizar el cumplimiento, por las autoridades competen-
tes, de toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso.

Asimismo, la Corte ha señalado en reiteradas oportunidades, 
que la garantía de un recurso efectivo “constituye uno de los pila-
res básicos, no solo de la Convención Americana, sino del propio 
Estado de Derecho en una sociedad democrática en el sentido de 
la Convención”.5

5	 Corte IDH. Caso Cantos vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sen-
tencia de 28 de noviembre de 2002. Serie C, núm. 97, párr. 52, https://
www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_97_esp.pdf
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En efecto, tenemos el caso Cinco Pensionistas vs. Perú,6 cuya 
sentencia fue emitida el 28 de febrero de 2003, en cuyo proceso, la  
Comisión Interamericana de Derechos Humanos sometió ante 
la Corte Interamericana una demanda contra el Estado peruano, 
para que decidiera si este último habría violado la Convención 
Americana respecto de los cinco pensionistas, quienes no reci-
bían el íntegro de sus pensiones, debido a la modificación en el 
régimen de pensiones que venían disfrutando conforme a la le-
gislación peruana hasta 1992, y por el incumplimiento de las sen-
tencias de la Corte Suprema de Justicia y el Tribunal Constitu-
cional peruano, los cuales ordenaron a órganos del Estado pagar 
a los pensionistas una pensión por un monto calculado acorde a 
lo establecido en la legislación vigente para el momento en que 
estos comenzaron a percibir el beneficio. Asimismo, la Comisión 
solicitó a la Corte que ordenara al Estado peruano que otorga-
ra una compensación por el daño moral causado a las presuntas 
víctimas, y que cumpliera con lo dispuesto en las sentencias de la 
Corte Suprema de Justicia. 

En la referida sentencia, la Corte declaró, entre otros, que el 
Estado peruano violó el derecho a la protección judicial consagra-
do en el artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, en perjuicio de los cinco pensionistas, al no ejecutar 
las sentencias emitidas por la Sala de Derecho Constitucional y 
Social de la Corte Suprema de Justicia del Perú, sino después de 
casi ocho años de haberse dictado, pues aquellas sentencias orde-
naban a la Superintendencia de Banca y Seguros (SBS) a pagar el 
íntegro de la pensión que venían percibiendo las presuntas vícti-
mas de acuerdo a la ley.

Cabe mencionar también, el caso Poblete Vilches y otros vs. 
Chile,7 cuya sentencia se emitió el 8 de marzo de 2018, donde la 
Corte declaró por unanimidad la responsabilidad internacional 
de Chile. Esto fue debido a la falta de garantía del derecho a la 

6	 Corte IDH. Caso Cinco Pensionistas vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 28 de febrero de 2003. Serie C, núm. 98, https://www.cor-
teidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_98_esp.pdf 

7	 Corte IDH. Caso Poblete Vilches vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 8 de marzo de 2018. Serie C, núm. 349, https://www.corteidh.
or.cr/docs/casos/articulos/seriec_349_esp.pdf
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salud sin discriminación para Vinicio Antonio Poblete Vilches, 
un adulto mayor en situación de vulnerabilidad. Esta falta de 
atención adecuada derivó en su fallecimiento. La Corte también 
determinó que el Estado incumplió el derecho al consentimiento 
informado por sustitución y al acceso a la información en salud, 
tanto para Poblete como para su familia.

Además, se encontró que se violaron derechos como el acce-
so a la justicia e integridad personal de los familiares de Poblete, 
pues, el 5 de febrero de 2001, ingresó por segunda ocasión el 
señor Poblete Vilches al Hospital público Sótero del Río, donde 
permaneció en la unidad de cuidados intermedios, pese a que la 
ficha médica disponía su internación en sala de cuidados inten-
sivos. El señor Poblete requería de un respirador mecánico, pero 
esta asistencia, entre otras, no le fue prestada; como consecuen-
cia, el señor Poblete Vilches falleció el día 7 de febrero de 2001.

Respecto al derecho de acceso a la justicia, la Corte consideró 
que las falencias, retrasos y omisiones en la investigación dentro 
del proceso penal que se realizaron para esclarecer su muerte, 
demostraron que las autoridades no actuaron con la debida di-
ligencia ni con arreglo a ley, distantes de cumplir con una tutela 
judicial efectiva dentro de un plazo razonable, en función de ga-
rantizar el esclarecimiento de los hechos y las respectivas res-
ponsabilidades, luego de aproximadamente 17 años.

V. Acceso a la justicia en las Reglas de Brasilia

Las Reglas de Brasilia surgieron durante la Cumbre Judicial Ibe-
roamericana en 2008, con un enfoque principal en garantizar el 
acceso a la justicia para aquellas personas en situaciones de vul-
nerabilidad. Estas reglas se centran en la necesidad de que los 
sistemas judiciales actúen efectivamente como protectores de los 
derechos individuales, especialmente los de los más desfavoreci-
dos. Recogen los esfuerzos y debates de las principales redes ibe-
roamericanas del sistema judicial, como la Asociación Iberoame-
ricana de Ministerios Públicos, la Asociación Interamericana de 
Defensorías Públicas, la Federación Iberoamericana de Ombuds-
man y la Unión Iberoamericana de Colegios y Agrupaciones de 
Abogados y los principios de la “Carta de Derechos de las Per-
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sonas ante la Justicia en el Espacio Judicial Iberoamericano”, de 
Cancún, 2002, concretamente la parte titulada “Una justicia que 
protege a los más débiles”.

Las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las perso-
nas en condición de vulnerabilidad afirman que podrán consti-
tuir causa de vulnerabilidad, entre otras, la edad, la discapacidad, 
la pertenencia a comunidades indígenas o a minorías, la victimi-
zación, la migración y el desplazamiento interno, la pobreza, el 
género y la privación de libertad (Regla 4), dentro de los parti-
culares contextos de desarrollo económico y social de cada país. 
Entonces, ¿cuál es la razón fundamental de la necesidad de las 
Reglas en América Latina? la razón es que América Latina y el 
Caribe son regiones caracterizadas por la desigualdad y la exclu-
sión. Aunque no es el continente más pobre del mundo, algunos 
de sus países enfrentan niveles alarmantes de pobreza extrema. 
Sin embargo, lo que destaca en esta región son las marcadas bre-
chas entre los estratos socioeconómicos, lo cual condena a una 
gran parte de su población a vivir en condiciones de pobreza y 
marginación social.

Ahora, el simple reconocimiento normativo del acceso a la 
justicia no es suficiente; también es necesario que se realicen ac-
ciones como, por ejemplo, el traslado de personal jurisdiccional 
a lugares distantes, caracterizados por sus dificultades de comu-
nicación y que concentran población en situación de pobreza y 
vulnerabilidad, ello de acuerdo con las Reglas de Brasilia sobre 
Acceso a la Justicia de las Personas en Condición de Vulnerabili-
dad (2008), específicamente de la Regla 42, la cual señala: “Proxi-
midad. Se promoverá la adopción de medidas de acercamiento de 
los servicios del sistema de justicia a aquellos grupos de pobla-
ción que, debido a las circunstancias propias de su situación de 
vulnerabilidad, se encuentran en lugares geográficamente lejanos 
o con especiales dificultades de comunicación”, a las cuales el po-
der judicial peruano se adhirió en el 2010 y a su actualización 
en el 2020. Si el acceso efectivo al sistema judicial para obtener 
una verdadera protección legal no está garantizado, el mero re-
conocimiento formal resultaría inútil. Por ende, es crucial que el 
principio de acceso a la justicia vaya de la mano con la implemen-
tación de medidas y mecanismos que aseguren su ejercicio en un 
contexto de igualdad, celeridad, oportunidad y proximidad.
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En ese sentido, los esfuerzos por el desarrollo continuo de este 
servicio son cada vez mayores, considerando las distintas realida-
des de los habitantes en cada país, buscando mejoras y sostenibili-
dad en las prácticas implementadas por las cortes para su réplica.

VI. Ley de justicia itinerante

El Congreso de la República peruano aprobó una ley que esta-
blece la implementación de la justicia itinerante para asegurar 
el acceso efectivo a la justicia de individuos en situaciones de 
vulnerabilidad en áreas con recursos económicos limitados o en 
condiciones de pobreza extrema.

La Ley 31968, publicada en el diario oficial El Peruano, el 29 
de diciembre de 2023, indica que esta medida se aplica en ca-
sos de violencia contra mujeres y miembros del grupo familiar, 
disputas alimenticias, filiación extramatrimonial, ejecución de 
acuerdos extrajudiciales sobre alimentos, y corrección de regis-
tros civiles como actas de nacimiento, matrimonio o defunción. 
La ley está sustentada en los principios de accesibilidad, celeri-
dad y prioridad, gratuidad, oralidad y sencillez, proximidad, y 
lenguaje jurídico comprensible. La norma señala que cuando se 
presente una demanda, se impulsará el uso de formularios, estos 
contarán con condiciones accesibles y gratuitas para las personas 
en condición de vulnerabilidad, especialmente a aquellos en los 
que no sea necesario la asistencia de abogado. Una vez termina-
das las actuaciones judiciales, si el caso lo amerita, se emitirá sen-
tencia de manera inmediata, para lo cual se utilizará un lenguaje 
claro, sencillo y en la lengua correspondiente a la persona.

El Consejo Ejecutivo del Poder Judicial peruano, median-
te Resolución Administrativa número 028-2016-CE-PJ, de 3 de 
febrero de 2016, creó el Programa Nacional de Acceso a la Jus-
ticia de Personas Vulnerables y Justicia en tu Comunidad, para 
acercar la justicia a las personas en condición de vulnerabilidad, 
concordante con las Reglas de Brasilia y la Carta  de los Derechos  
de las Personas ante la Administración de Justicia de Perú e Ibe-
roamérica; asimismo, el 14 de marzo de 2017, el Consejo Ejecu-
tivo del Poder Judicial, aprobó la conformación de la “Comisión 
Permanente de Acceso a la Justicia de las Personas en Condición 
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de Vulnerabilidad y Justicia en tu Comunidad”, la cual es presidi-
da por la Jueza Suprema Janet Tello Gilardi.

En esa línea, y con el mismo objetivo de concretizar el acceso 
a la justicia para toda persona, el Ministerio de Desarrollo e In-
clusión Social crea el Programa Nacional PAIS, que tiene por ob-
jeto acercar los servicios del Estado a las poblaciones asentadas 
en zonas más alejadas y vulnerables de la sierra y de la Amazonía 
que viven en condición de pobreza y pobreza extrema, mediante 
dos modalidades:

Tambos: son instalaciones equipadas para brindar atenciones 
sociales a cargo de los Programas MIDIS y entidades del Estado, 
los cuales se encuentran en zonas alejadas de la sierra y selva.

Plataformas Itinerantes de Acción Social-PIAS: son buques 
de la Marina de Guerra del Perú o aeronaves de la Fuerza Aérea 
del Perú y Ejército del Perú que, de manera móvil y temporal, 
acercan los servicios del Estado a un total de 235 comunidades, 
donde habitan 68,670 personas, de los departamentos de Loreto, 
Ucayali y Puno. 

Es así que, por ejemplo, en Ayacucho se están implementan-
do de manera activa espacios y equipos destinados a las “Cabinas 
Judiciales” en colaboración con las municipalidades y los Tam-
bos del Programa PAIS, dentro del marco del servicio de Justicia 
Itinerante. Las referidas Cabinas Judiciales son módulos virtua-
les, para orientar de manera gratuita a la ciudadanía de las zo-
nas alejadas, protegiendo su privacidad. Así familias rurales de 
11 provincias se contactarán de manera virtual con un grupo de 
jueces para recibir asistencia legal en: demandas por pensión de 
alimentos, denuncias por maltrato físico, psicológico y sexual, 
abandono de hogar, litigio de terrenos, defensa de víctimas, con-
ciliación extrajudicial, entre otros.

El usuario podrá acceder a los servicios judiciales mediante el 
aplicativo “El juez te escucha”, ahorrando tiempo y dinero en el 
traslado hacia la capital de la provincia o la región, donde llevan 
sus respectivos procesos.

Mientras que, en Cusco, existe una colaboración efectiva con 
63 Tambos distribuidos en 13 provincias y 47 distritos de la re-
gión, implementando acceso a internet satelital y ambientes que 
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permitan a los pobladores participar en audiencias a través de pla-
taformas virtuales, eliminando la necesidad de trasladarse largas 
distancias para asistir a un juzgado; como muestra de ello, el po-
der judicial impulsa la justicia itinerante en el Centro Poblado de 
Patacancha, a 3800 metros sobre el nivel del mar, movilizando a 
jueces, personal jurisdiccional y demás operadores del sistema de 
justicia e instituciones del Estado, con el fin de dar seguimiento y 
continuidad a los diversos procesos de los residentes del referido 
centro poblado, en lo que fue la VII Feria Nacional Simultánea 
Llapanchikpaq Justicia 2023, organizado por la Corte Superior de 
Justicia del Cusco, la Comisión Permanente de Acceso a la Justi-
cia de Personas en Condición de Vulnerabilidad y Justicia en tu 
Comunidad y el Programa EJE No Penal del poder judicial.

En esa línea, la doctora Janet Tello, presidenta de la Primera 
Sala de Derecho Constitucional y Social Transitoria de la Corte 
Suprema de Justicia del Perú, con fecha 2 de abril de 2024, solicitó 
autorización al señor presidente del poder judicial, para realizar 
la Primera Audiencia Pública Descentralizada en la historia de  
Corte Suprema, en el distrito judicial de Huaura, para el mes  
de Junio del presente año, de conformidad con los lineamientos del  
Protocolo de Justicia Itinerante para el Acceso a la Justicia de 
Personas en Condición de Vulnerabilidad, aprobado mediante 
Resolución Administrativa 264-2017-CE-PJ, cuya finalidad es 
promover el efectivo acceso a la justicia de las personas y las po-
blaciones en condición de vulnerabilidad, aplicando las Reglas de  
Brasilia sobre Acceso a la Justicia de Personas en Condiciones  
de Vulnerabilidad, a las cuales se adhirió el poder judicial me-
diante Resolución Administrativa 266-2010-CE-PJ del 23 de oc-
tubre de 2010.

En conclusión, el acceso a la justicia es un tema fundamental 
que requiere atención urgente y acciones concretas; es crucial que  
el Gobierno, las instituciones judiciales y la sociedad civil traba-
jen en conjunto para superar las barreras y garantizar un acceso 
equitativo a la justicia para todos los ciudadanos. Esto implica im-
plementar medidas para mejorar la accesibilidad física y econó-
mica a los servicios legales, así como fortalecer la transparencia y 
la eficiencia del sistema judicial. Además, es necesario promover 
la educación legal y la conciencia de los derechos entre la pobla-
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ción, para empoderar a los ciudadanos y facilitar su participación 
activa en el sistema de justicia.

Por último, el acceso a la justicia no solo es un derecho funda-
mental, sino también un pilar esencial para el desarrollo y la de-
mocracia de nuestras sociedades, especialmente en el Perú que 
cuenta con 55 pueblos originarios o indígenas y 47 lenguas origi-
narias que son habladas por más de cuatro millones de personas 
en la costa, sierra y selva. Por lo tanto, debemos redoblar nues-
tros esfuerzos para garantizar que todos los peruanos puedan ac-
ceder de manera equitativa y efectiva a la justicia que merecen.
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